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          COMUNICADO No. 35
                Septiembre 4 y 5 de 2013
 


	 II. EXPEDIENTE D-9405 AC - SENTENCIA C-613/13 (septiembre 4) 
M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 



1. Norma acusada
LEY 1580 DE 2012
(octubre 1º)

Por la cual se crea la pensión familiar

ARTÍCULO 3o. Adiciónese un nuevo artículo al Capítulo V al Título IV al Libro I de la Ley 100 de 1993, el cual quedará así:

“Artículo 151C. Pensión Familiar en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida. Quienes cumplan los requisitos para adquirir el derecho a la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez en el sistema de prima media con prestación definida, podrán optar por la pensión familiar, cuando los dos cónyuges o compañeros permanentes obtengan la edad mínima de jubilación y la suma del número de semanas de cotización supere el mínimo de semanas requeridas para el reconocimiento de la pensión de vejez. 

[…] 

k) Solo podrán ser beneficiarios de la Pensión Familiar, en el Régimen de Prima Media, aquellas personas que se encuentren clasificadas en el Sisbén en los niveles 1, 2 y/o en cualquier otro sistema equivalente que diseñe el Gobierno Nacional; 
[…] 

m) En el Régimen de Prima Media el valor de la pensión familiar no podrá exceder de un salario mínimo legal mensual vigente. 
2. Decisión 
Declarar EXEQUIBLES lo literales k) y m) del artículo 151C de la Ley 100 de 1993 introducidos por la Ley 1580 de 2012, por los cargos analizados en esta sentencia. 

3. Síntesis de los fundamentos 
Teniendo en cuenta lo cargos que se formularon en la presente demanda, la Corte debía resolver:(i) si limitar la pensión familiar en el Régimen de Prima Media a las parejas de cónyuges o compañeros permanentes clasificados en los niveles 1 y 2 del SISBEN, implica un desconocimiento del principio de igualdad, al excluir a otras parejas que no están clasificados en esos niveles; (ii) si la ley estableció un tratamiento diferenciado injustificado entre las parejas afiliadas al Régimen de Prima Media y las afiliadas al Régimen de Ahorro Individual, puesto que solamente a las primeras se les exige estar clasificadas en los niveles 1 y 2 para ser beneficiarias de la pensión familiar; y (iii) si constituye un trato discriminatorio el que los beneficiarios de la pensión familiar en el RPM solamente puedan reclamar una mesada de un salario mínimo legal mensual, mientras que los titulares de la pensión de vejez en el mismo régimen tienen derecho a una mesada de mayor valor de conformidad con su ingreso base de liquidación. 

Para resolver estos problemas jurídicos, la Corte tuvo en cuenta que de acuerdo con los antecedentes, la pensión familiar es un derecho creado por el legislador en desarrollo de su deber de ampliación progresiva de la cobertura del sistema de pensiones. Con este derecho, el Congreso decidió beneficiar a los afiliados al sistema que por razones como la imposibilidad de acceder a un empleo estable a causa de la edad y los altos niveles de desempleo del país, no pueden completar las semanas de cotización necesarias para reclamar una pensión de vejez de forma individual en cualquiera de los regímenes pensionales contemplados en la Ley 100 de 1993 y por esta razón, pueden ver amenazado su mínimo vital al llegar a la tercera edad. Para poder favorecer específicamente al grupo de afiliados en el Régimen de Prima Media, se optó por restringir la posibilidad de reclamar la pensión familiar a la clasificación de cónyuges y compañeros en los niveles 1 y 2. 

Lo primero que advirtió la Corporación, es que las personas categorizadas en los niveles 1 y 2 del SISBEN son aquellas que se encuentran en las mayores condiciones de vulnerabilidad socioeconómica en nuestra sociedad, usualmente, en situación de indigencia o extrema pobreza. Las personas clasificadas en niveles superiores del SISBEN, también enfrentan condiciones de vulnerabilidad socioeconómica, pero no tan extrema como el primer grupo. Finalmente, quienes no han sido encuestados –focalizados- ni clasificados, por regla general, son personas que están en condiciones de asegurarse por sí mismas una vida en condiciones dignas. En ese orden de ideas, desde el punto de vista de vulnerabilidad socioeconómica y de la necesidad de intervención del Estado, los tres grupos se encuentran en situaciones diferentes. 

De otro lado, indicó que es cierto que la pensión familiar es un derecho configurado por vía legal, que se debe reconocer a quienes reúnen los requisitos indicados en el artículo 151C de la Ley 100 de 1993 y cuya finalidad es ampliar la cobertura del sistema de pensiones; sin embargo, dada las características y estructura financiera del RPM, la satisfacción de la pensión familiar en dicho régimen demanda un subsidio público importante –en los debates en el Congreso el Ministerio de Hacienda hablaba de un subsidio implícito del 60% del cálculo actuarial en el caso de la garantía de pensión mínima- lo que hace necesario que se adopten criterios de distribución de los recursos públicos disponibles. 

Teniendo en cuenta estos dos factores, es decir (i) los distintos niveles de vulnerabilidad socioeconómica de los grupos que el actor sugiere sean comparados y (ii) el subsidio estatal implícito que supone la pensión familiar y que demanda la adopción de criterios de distribución, la Corte concluyó que las parejas de cónyuges o compañeros permanentes afiliadas al Régimen de Prima Media clasificadas en los niveles 1 y 2 del SISBEN y las demás parejas afiliadas al mismo régimen, no son comparables desde el punto de vista del acceso a la pensión familiar. 

No obstante, el Tribunal observó que si en gracia de discusión se admitiera que los grupos que identifica el demandante sí son comparables, el trato diferenciado en todo caso, estaría justificado, por cuanto (a) el literal k) del artículo 151 de la Ley 100 de 1993 persigue una finalidad importante de orden constitucional, cual es la de ampliar la cobertura del sistema de pensiones y favorecer con un subsidio estatal implícito a los sectores afiliados al RPM en mayor situación de vulnerabilidad socioeconómica, en concordancia con el artículo 48 de la Constitución y las exigencias del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; y (b) emplea un medio efectivamente conducente para lograr ese objetivo, como es el permitir a parejas más vulnerables, acumular sus semanas de cotización para reclamar una pensión vitalicia que proteja el mínimo vital del núcleo familiar. Sin la medida aludida, esas parejas solamente tendrían la opción de la indemnización sustitutiva, la cual tiene un valor mucho menor al de la pensión familiar y no reciben ningún subsidio estatal, de lo que se pude inferir que dicha indemnización tienen una potencialidad menor que la pensión familiar de proteger efectivamente el mínimo vital de los núcleos familiares compuestos por parejas de adultos mayores. En ese orden, el primer cargo contra el literal k) es infundado. 

En cuanto a la presunta vulneración de la igualdad entre las parejas afiliadas al Régimen de Prima Media, RPM y las afiliadas al Régimen de Ahorro Individual, RAIS, la Corte advirtió que se trata de dos grupos que no pueden ser comparados desde el punto de vista del acceso y condiciones de las prestaciones, dada la autonomía y particularidades de cada régimen. En particular, la forma de financiación de las prestaciones en cada régimen varía y las ventajas y desventajas de cada uno solo pueden ser evaluadas en el contexto del conjunto de sus reglas. Aún si se aceptara que en gracia de discusión son asimilables, en tanto ambos deben acreditar una suma de aportes monetarios al sistema de pensiones equiparables, lo cierto es que la diferenciación es tan solo aparente y en todo caso está justificada, toda vez que en ambos regímenes la pensión familiar únicamente favorece a los afiliados en mayor condición de vulnerabilidad socioeconómica, los cuales, dada la estructura del Régimen de Ahorro Individual, se identifican por el volumen de su ahorro durante la vida laboral. De esta forma, solo pueden reclamar la pensión familiar aquellas parejas que no pueden individualmente, por el volumen de su ahorro, siquiera acceder a una pensión de vejez de un salario mínimo, razón por la cual deben ser beneficiarias de la medida, lo cual es una medida evidentemente idónea para favorecer la ampliación de la cobertura pensional. Por consiguiente, el segundo cargo tampoco estaba llamado a prosperar. 

Por último, la Corte encontró que tampoco son comparables las personas a quienes se reconoce una pensión de vejez en el Régimen de Prima Media y los beneficiarios de la pensión familiar creada por la Ley 1580 de 2012. Observó que si bien es cierto que para reclamar las pensiones familiar y de vejez en el RPM se necesita el mismo número de semanas de cotización, en el primer evento las cotizaciones son efectuadas por una pareja, mientras que en el segundo por un individuo, lo que tiene un significado financiero diferente para el sistema. Habida cuenta que los periodos de fidelidad al sistema son inferiores, cuando se trata de una pareja beneficiaria de la pensión familiar en el RPM, el subsidio estatal implícito es mayor al que demanda la pensión de vejez, por lo que ambos grupos no se hallan en la misma situación y justifica la limitación de la pensión familiar a un salario mínimo mensual. En consecuencia, no existe una vulneración del principio de igualdad. 

4. Aclaraciones de voto 
Los magistrados Jorge Iván Palacio Palacio y Alberto Rojas Ríos anunciaron la presentación de aclaraciones de voto.  
JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Presidente 

